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TOCAF Ley N° 20.212

Art. 33º.- Las contrataciones se realizarán mediante licitación pública u otro
procedimiento competitivo expresamente previsto, de acuerdo a lo que
mejor se adecue a su objeto, a los principios generales de la contratación
administrativa y a lo previsto en la normativa vigente.
No obstante, podrá contratarse:
A) Por licitación abreviada, cuando el monto de la operación no exceda de $
10.000.000 (diez millones de pesos uruguayos).
B) Por concurso de precios, cuando el monto de la operación no exceda de
$ 1.000.000 (un millón de pesos uruguayos).
C) Directamente cuando el monto de la operación no exceda de $ 200.000
(doscientos mil pesos uruguayos) a excepción de los Gobiernos
Departamentales cuyo monto máximo autorizado para la compra directa
será de $ 750.000 (setecientos cincuenta mil pesos uruguayos).
D) Directamente o por el procedimiento que el ordenador determine,
cualquiera sea el monto de la operación, en los siguientes casos de
excepción:

19) La adquisición y reparación de bienes y la contratación de servicios,
realizadas en el marco de las actividades de investigación científica
desarrolladas por la Universidad de la República o por la Universidad
Tecnológica, hasta un monto anual de 50.000.000 UI (cincuenta millones de
unidades indexadas). Este tope regirá a partir del año 2021. Quedan
comprendidos en esta excepción y por dicho monto anual, los
establecimientos de extensión e investigación agropecuaria pertenecientes
a la Universidad de la República.

ARTÍCULO 54.- Sustitúyese el numeral 19) del literal D) del artículo 482 de la
Ley N° 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el
artículo 314 de la Ley N° 19.889, de 9 de julio de 2020, por el siguiente:

"19) La adquisición y reparación de bienes y la contratación de servicios,
realizadas en el marco de las actividades de investigación científica
desarrolladas por la Universidad de la República, por la Universidad
Tecnológica o por el Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente
Estable, hasta un monto anual de 50.000.000 Ul (cincuenta millones de
unidades indexadas), para cada uno de los organismos. Quedan
comprendidos en esta excepción y por dicho monto anual los
establecimientos de extensión e investigación agropecuaria pertenecientes
a la Universidad de la República".



ARTÍCULO 60.- Agréganse al literal D) del artículo 482 de la Ley N° 15.903,
(artículo 33 del TOCAF 2012) de 10 de noviembre de 1987, los siguientes
numerales:
"38) Las compras de bienes que realice el Ministerio del Interior con el fin
de reparar la flota destinada directamente a la seguridad pública hasta el
monto establecido para la licitación abreviada.

39) Las compras de bienes y servicios tercerizados imprescindibles para
reparar y mantener en condiciones dignas los establecimientos carcelarios
en todo el país hasta el monto límite de hasta dos veces el establecido para
la licitación abreviada.

40) La contratación temporal de docentes y conferencistas en el marco de
las distintas actividades que ejecuta la Dirección Nacional de Educación del
Ministerio de Educación y Cultura. Dichas contrataciones podrán recaer en
personas nacionales o extranjeras y su pago será acumulable con todo tipo
de remuneración de actividad o pasividad, sea de naturaleza pública o
privada, permanente o eventual.

41) La contratación de bienes o servicios que integren la canasta de bienes
y servicios que el Servicio de Cantinas de las Fuerzas Armadas debe
proporcionar a sus beneficiarios en las condiciones que establezca la
reglamentación.

42) La adquisición de materiales, equipo y demás suministros que realice el
Servicio de Construcciones, Reparaciones y Armamento de la Armada
Nacional necesarios para la reparación de Buques de Terceros o ejecución
de obras por cuenta de terceros”.



Art. 47º. El Poder Ejecutivo, previo asesoramiento de la Agencia Reguladora
de Compras Estatales y con la conformidad del Tribunal de Cuentas,
formulará reglamentos o pliegos de bases y condiciones para los contratos
de:

A) Suministros y servicios no personales.

B) Soluciones en modalidad llave en mano.

C) Obras públicas.

Dichos pliegos deberán contener como mínimo:
1) Los requisitos de admisibilidad de las propuestas y los derechos

y garantías que asisten a los oferentes.

2) Lineamientos para la presentación de las propuestas, forma de

cotización de precios y forma en que deben describirse los

atributos de los bienes y servicios ofertados, a efectos de

favorecer la correcta evaluación de la oferta.

3) Condiciones económico-administrativas del contrato y su

ejecución, en particular, lo concerniente a pautas para la

evolución de precios y forma de pago.

4) El alcance y cobertura de los términos de garantía y soporte

técnico, cuando ello sea aplicable.

5) Criterios a utilizar en la evaluación de la calidad o recepción de

los bienes y servicios objeto del contrato.

6) Acciones y penalidades derivadas de la eventual falta de

cumplimiento del contrato.

ARTÍCULO 55.- Sustitúyese el artículo 488 de la Ley N° 15.903, de 10 de
noviembre de 1987, en la redacción dada por el artículo 323 de la Ley N°
19.889, de 9 de julio de 2020 (artículo 47 del TOCAF 2012), por el siguiente:
"ARTÍCULO 488.- El Poder Ejecutivo, previo asesoramiento de la Agencia
Reguladora de Compras Estatales y con la conformidad del Tribunal de
Cuentas, elaborará pliegos de condiciones estándar de acuerdo al objeto de
la contratación y al tipo de procedimiento, los que podrán formularse en
forma electrónica.
Los pliegos estándar deberán contener como mínimo:
1) Los requisitos de admisibilidad de las propuestas y los derechos y
garantías que asisten a los oferentes.
2) Los lineamientos para la presentación de las propuestas, forma de
cotización de precios y forma en que deben describirse los atributos de los
bienes y servicios ofertados, a efectos de favorecer la correcta evaluación
de la oferta.
3) Las condiciones económico-administrativas del contrato y su ejecución,
en particular, lo concerniente a pautas para la evolución de precios y forma
de pago.
4) Las acciones y penalidades derivadas de la eventual falta de
cumplimiento del contrato.
5) Toda otra condición o especificación que se estime conveniente para
asegurar la plena vigencia de los principios generales de la contratación
administrativa.
Dichos pliegos conformarán un repositorio electrónico residente en la
plataforma transaccional administrada y actualizada por la Agencia
Reguladora de Compras Estatales, que permitirá a las unidades ejecutoras
construir su pliego de condiciones particulares en un proceso integrado al
ciclo de la compra.
Los pliegos estándar serán de aplicación obligatoria para todas las
administraciones públicas estatales.



7) Toda otra condición o especificación que se estime conveniente

para asegurar la plena vigencia de los principios generales de la

contratación administrativa.

Dichos reglamentos o pliegos conformarán un catálogo a ser administrado y
actualizado por la Agencia Reguladora de Compras Estatales, que será de
aplicación obligatoria para todas las administraciones públicas estatales,
salvo en lo que no fuere conciliable con sus fines específicos, establecidos
por la Constitución de la República o la ley.

Todas las referencias normativas sobre el pliego único se entenderán
realizadas a los pliegos estándar referidos en el inciso primero de este
artículo.
El Poder Ejecutivo podrá delegar en la Agencia Reguladora de Compras
Estatales la elaboración y aprobación de dichos pliegos".

Art. 48 º. El pliego que regirá el procedimiento administrativo de
contratación se conformará con las bases generales de contratación a que
refiere el artículo 488 de la presente ley, integradas con el conjunto de
especificaciones particulares referidas al objeto concreto del llamado o de
la convocatoria. La redacción deberá ser consistente, evitar la duplicación
de requisitos y prevenir la existencia de indefiniciones, contradicciones y
cláusulas ambiguas.
Sin perjuicio de los requisitos previstos en el inciso segundo, numerales 1) a
7) del artículo 488, el documento final deberá contener los siguientes
elementos:
A) La descripción detallada del objeto, incluyendo los servicios
comprendidos dentro del mismo.
B) Las condiciones especiales de diseño, normas de fabricación o
atributos técnicos requeridos.
C) Los criterios objetivos de evaluación, en un balance acorde al
interés de la Administración de elegir la oferta más conveniente y la
garantía en el tratamiento igualitario de los oferentes, conforme a uno de
los siguientes sistemas:

ARTÍCULO 57.- Sustitúyese el artículo 489 de la Ley N° 15.903, de 10 de
noviembre de 1987, en la redacción dada por el artículo 324 de la Ley N°
19.889, de 9 de julio de 2020 (artículo 48 del TOCAF 2012), por el siguiente:
"ARTÍCULO 489.- El pliego de condiciones que en cada caso regirá el
procedimiento administrativo de contratación se conformará con el pliego
estándar a que refiere el artículo 488 de la presente ley, al que se integrará
el conjunto de especificaciones particulares referidas al objeto concreto de
la convocatoria.
Sin perjuicio de los requisitos previstos en los numerales 1) a 5) del inciso
segundo del artículo 488, el pliego deberá contener los siguientes
elementos:
A) La descripción detallada del objeto, incluyendo los servicios
comprendidos dentro del mismo.
B) Las condiciones especiales de diseño, normas de fabricación o atributos
técnicos requeridos.
C) Los criterios objetivos de evaluación, en un balance acorde al interés de
la Administración de elegir la oferta más conveniente y la garantía en el
tratamiento igualitario de los oferentes, conforme a uno de los siguientes
sistemas:
1) Determinación del o de los factores (cuantitativos o cualitativos),
pudiendo incluir el precio como factor cuantitativo, así como la ponderación
de cada uno de ellos, a efectos de determinar la calificación técnica a ser



1. Determinación del o de los factores (cuantitativos o cualitativos),
pudiendo incluir el precio como factor cuantitativo, así como la ponderación
de cada uno de ellos, a efectos de determinar la calificación técnica a ser
asignada a cada oferta o alternativa evaluable ofrecida, incluyendo en esta
valoración los atributos de experiencia e idoneidad del oferente.
2. Exigencia de requisitos mínimos y posterior empleo respecto de
quienes cumplan con los mismos, de la aplicación del factor precio en
forma exclusiva u otro factor de carácter cuantitativo, siempre que haya
sido previsto en las bases que rigen el llamado.
D) El o los tipos de moneda en que deberá cotizarse, el procedimiento
de conversión en una sola moneda para la comparación de las ofertas y el
momento en que se efectuará la conversión, debiendo indicarse también, si
los precios son firmes o ajustables, en cuyo caso se deberá especificar los
factores a usarse en su actualización.
E) La posibilidad de efectuar adjudicaciones parciales y las
circunstancias en que ello sea aplicable.
F) Las clases y monto de las garantías, en caso de corresponder.
G) El modo de proveer el objeto de la contratación.
H) Si se otorgan o no beneficios fiscales o de otra naturaleza y la
determinación de los mismos.
I) Toda otra especificación que contribuya a asegurar la claridad
necesaria para los posibles oferentes.
El ordenador interviniente determinará el precio a aplicar para el pliego que
rige el llamado o que el mismo no tiene costo.
En ningún caso se exigirá a los oferentes en el pliego del llamado requisitos
que no estén directamente vinculados a la consideración del objeto de la
contratación o a la evaluación de la oferta, salvo que estos se encuentren
establecidos en alguna disposición legal que los prevea a texto expreso.
Se reserva exclusivamente al oferente que resulte adjudicatario la carga
administrativa de demostrar estar en condiciones formales de contratar, sin

asignada a cada oferta o alternativa evaluable ofrecida, incluyendo en esta
valoración los atributos de experiencia e idoneidad del oferente.
2) Exigencia de requisitos mínimos y posterior empleo respecto de quienes
cumplan con los mismos, de la aplicación del factor precio en forma
exclusiva u otro factor de carácter cuantitativo, siempre que esto haya sido
previsto en las bases que rigen el llamado.
D) El o los tipos de moneda en que deberá cotizarse, el procedimiento de
conversión en una sola moneda para la comparación de las ofertas y el
momento en que se efectuará la conversión, debiendo indicarse también si
los precios son firmes o ajustables, en cuyo caso se deberá especificar los
factores a usarse en su actualización.
E) La posibilidad de efectuar adjudicaciones parciales y las circunstancias en
que ello sea aplicable.
F) Las clases y monto de las garantías, así como el alcance y cobertura de los
términos de garantías y soporte técnico, en caso de corresponder.
G) El modo de proveer el objeto de la contratación y los criterios a utilizar
en la evaluación de la calidad y recepción de los bienes y servicios objeto
del contrato.
H) Si se otorgan o no beneficios fiscales o de otra naturaleza y la
determinación de los mismos.
I) Toda otra especificación que contribuya a asegurar la claridad necesaria
para los posibles oferentes.
El ordenador interviniente determinará el precio a aplicar para el pliego que
rige el llamado o si el mismo no tiene costo.
En ningún caso se exigirán a los oferentes en el pliego del llamado
requisitos que no estén directamente vinculados a la consideración del
objeto de la contratación o a la evaluación de la oferta, salvo que estos se
encuentren establecidos en alguna disposición legal que los prevea a texto
expreso.
Se reserva exclusivamente al oferente que resulte adjudicatario la carga
administrativa de demostrar estar en condiciones formales de contratar, sin



perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas que
pudieran corresponder.
En caso de que el pliego particular exija documentación a la que se pueda
acceder a través del Registro Único de Proveedores del Estado, la obligación
se considerará cumplida.
Lo establecido en el inciso anterior es sin perjuicio de las disposiciones
sobre contenido de los pliegos a que refiere el artículo 8º de la Ley Nº
16.134, de 24 de setiembre de 1990, y a las disposiciones contractuales
sobre comparación de ofertas contenidas en contratos de préstamos con
organismos internacionales de los que la República forma parte.

perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas que
pudieran corresponder.
En caso de que el pliego del procedimiento exija documentación a la que se
pueda acceder a través del Registro Único de Proveedores del Estado, la
obligación se considerará cumplida.
Lo establecido en el inciso anterior es sin perjuicio de las disposiciones
sobre contenido de los pliegos a que refiere el artículo 8 de la Ley N°
16.134, de 24 de setiembre de 1990, y a las disposiciones contractuales
sobre comparación de ofertas contenidas en contratos de préstamos con
organismos internacionales de los que la República forma parte".

Art. 50º- Es obligatoria la publicación en el sitio web de Compras y
Contrataciones Estatales, por parte de las administraciones públicas
estatales, la convocatoria a todos los procedimientos competitivos
correspondientes a contrataciones de obras, bienes y servicios, incluyendo
la publicación del pliego de condiciones particulares, así como sus
posteriores modificaciones o aclaraciones; esta obligación tendrá el alcance
establecido en el artículo 4º de la Ley Nº 15.869, de 22 de junio de 1987.
Todas las administraciones públicas estatales deberán dar publicidad en el
sitio web de Compras y Contrataciones Estatales, al acto de adjudicación,
declaración de desierta o de rechazo de ofertas, a todos sus procedimientos
de contratación de monto superior al 20% (veinte por ciento) del límite de
su procedimiento de compra directa, incluidos los realizados por
mecanismos de excepción, así como las ampliaciones y los actos de
reiteración de gastos observados por el Tribunal de Cuentas, en la forma
que disponga la reglamentación. Estos organismos contarán para ello con
un plazo de diez días luego de producido el acto que se informa.

ARTÍCULO 58.- Sustitúyese el artículo 31 de la Ley N° 18.834, de 4 de
noviembre de 2011, con las modificaciones introducidas por los artículos 29
de la Ley N° 19.355, de 19 de diciembre de 2015, y 14 de la Ley N° 19.535,
de 25 de setiembre de 2017 (artículo 50 del TOCAF 2012), por el siguiente:
"ARTÍCULO 31.- Es obligatoria la publicación en el sitio web de compras y
contrataciones estatales, por parte de las administraciones públicas
estatales, la convocatoria a todos los procedimientos competitivos
correspondientes a contrataciones de obras, bienes y servicios, incluyendo
la publicación del pliego de condiciones particulares, así como sus
posteriores modificaciones o aclaraciones; esta obligación tendrá el alcance
establecido en el artículo 4o de la Ley N° 15.869, de 22 de junio de 1987.
Todas las administraciones públicas estatales deberán dar publicidad en el
sitio web de compras y contrataciones estatales, al acto de adjudicación,
declaración de desierta o de rechazo de ofertas, a todos sus procedimientos
de contratación de monto superior al 20% (veinte por ciento) del límite de
su procedimiento de compra directa, incluidos los realizados por
mecanismos de excepción, así como las ampliaciones y los actos de
reiteración de gastos observados por el Tribunal de Cuentas, en la forma
que disponga la reglamentación. Estos organismos contarán para ello con
un plazo de diez días luego de producido el acto que se informa.



La Agencia de Compras y Contrataciones del Estado podrá facilitar a las
empresas interesadas la información de la convocatoria a licitaciones en
forma electrónica y en tiempo real.
Asimismo las administraciones públicas estatales deberán publicar en el
sitio web de Compras y Contrataciones Estatales la convocatoria a los
procedimientos de contratación directa, excluidas las realizadas por casos
de excepción, cuyo monto sea superior al 20% (veinte por ciento) del límite
de su procedimiento de compra directa, y a los solos efectos de dar debida
publicidad al acto.
Lo previsto en el inciso precedente no implicará la aplicación de lo previsto
en el artículo 15 de la Ley Nº 19.438, de 14 de octubre de 2016 y en el
artículo 39 de la Ley Nº 18.834, de 4 de noviembre de 2011. La publicación
deberá realizarse conforme lo previsto en el artículo 493 de la Ley Nº
15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el artículo
34 de la Ley Nº 18.834, de 4 de noviembre de 2011, en un plazo no inferior
a cuarenta y ocho horas hábiles previas a la fecha límite de presentación de
las ofertas.

La Agencia Reguladora de Compras Estatales facilitará a las empresas
interesadas la información de las convocatorias en forma electrónica y en
tiempo real".

Art. 58º. En las contrataciones y adquisiciones realizadas por los organismos
mencionados en el artículo 2º del presente Texto Ordenado y por los
organismos paraestatales, se otorgará un margen de preferencia en el
precio de los bienes, servicios y obras públicas que califiquen como
nacionales.

El margen de preferencia será aplicable siempre que exista paridad
de calidad o de aptitud con los bienes, servicios y obras públicas que no
califiquen como nacionales.

El margen de preferencia será aplicable en los casos de
procedimientos competitivos, así como en los casos de compras directas
por causales de excepción, cuando el monto supere el establecido para la
obligatoriedad del pliego único de licitación.

El margen de preferencia no será aplicable en las contrataciones y
adquisiciones de bienes o servicios, realizadas por los Entes Autónomos y

ARTÍCULO 656.- Agrégase el siguiente inciso al artículo 499 de la Ley N°
15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el artículo
41 de la Ley N° 18.362, de 6 de octubre de 2008, el artículo 14 de la Ley N°
19.438, de 14 de octubre de 2016, y el artículo 236 de la Ley N° 19.924, de
18 de diciembre de 2020.



Servicios Descentralizados del dominio industrial, comercial y financiero del
Estado, destinadas a servicios que se encuentren de hecho o de derecho en
regímenes de libre competencia.

Si la compra debe formalizarse en el exterior, se respetarán los
convenios con los países incorporados a organismos de comercio,
comunidades o convenios aduaneros o de integración o producción a los
que está adherido el país.

El margen de preferencia deberá hacerse constar en el pliego de
bases y condiciones generales.

En el caso de bienes, el margen de preferencia será del 8% (ocho
por ciento) y se aplicará sobre el precio del bien nacional puesto en
almacenes del comprador. El Poder Ejecutivo fijará el porcentaje mínimo de
integración nacional que se requerirá para que un bien califique como
nacional, que no podrá ser inferior al 35% (treinta y cinco por ciento) del
precio mencionado. La comparación de precios entre los bienes que
califiquen como nacionales y los que no, se efectuará considerando todos
los gastos requeridos para colocar los productos en almacenes del
comprador y en igualdad de condiciones.

En el caso de servicios, el margen de preferencia será del 8% (ocho
por ciento) y se aplicará sobre el precio del servicio. Cuando el servicio
incluya el suministro de bienes, el monto sobre el que se aplicará el margen
de preferencia no considerará el precio de aquellos bienes que no califiquen
como nacionales, según el criterio previsto en el inciso anterior. A estos
efectos, los correspondientes pliegos de condiciones generales requerirán
que el proveedor identifique el porcentaje del precio del servicio
correspondiente a bienes que no califican como nacionales.

En el caso de obras públicas, el margen de preferencia será del 8%
(ocho por ciento) y se aplicará sobre la mano de obra nacional y los
materiales nacionales. A estos efectos, los correspondientes pliegos de
condiciones generales requerirán que el oferente estime y exprese los
porcentajes de mano de obra y materiales nacionales que componen el



precio de la oferta. Para la calificación de un material como nacional se
aplicará el mismo criterio que en el caso de los bienes.

El Poder Ejecutivo definirá los requisitos para la calificación como
nacionales de los servicios y las obras públicas y, en el caso de la calificación
como nacionales de los bienes, podrá definir requisitos adicionales a los
previstos en el presente artículo, a los efectos de asegurar la existencia de
un proceso productivo en el territorio nacional.

A las empresas que en sus planillas de trabajo incorporen personas
afrodescendientes según la Ley N° 19.122, de 21 de agosto de 2013, y su
reglamentación, personas con discapacidad con las condiciones requeridas
por la Ley N° 18.651, de 19 de febrero de 2010, y lo establecido en la Ley N°
19.691, de 29 de octubre de 2018 y personas trans según la Ley N° 19.684,
de 26 de octubre de 2018, y su reglamentación, podrá otorgárseles un
margen de preferencia del 4% (cuatro por ciento) tanto en bienes como
servicios, pudiéndose incorporar al Pliego Único de Bases y Condiciones
Generales para Contratos de Suministros y Servicios No Personales

Deróganse todas las disposiciones que se opongan a lo dispuesto en
el presente artículo.

“Con el propósito de promover la producción en las regiones de menor
desarrollo económico relativo del territorio nacional, el margen de
preferencia previsto en el inciso séptimo del presente artículo podrá ser de
hasta el 16% (dieciséis por ciento), según el departamento en que la
empresa oferente produzca los bienes objeto de la contratación. El Poder
Ejecutivo fijará el porcentaje de preferencia correspondiente a cada uno de
los departamentos teniendo en consideración el ingreso medio del
departamento en relación con el ingreso medio nacional, como así también
la forma en que se verificará el cumplimiento de los requisitos
establecidos".

Art. 104º. El sistema de control interno de los actos y la gestión
económico-financiera estará encabezada por la Auditoría Interna de la
Nación , a la cual le compete:

ARTÍCULO 195.- Sustitúyese el numeral 4) del artículo 48 de la Ley N°
16.736, de 5 de enero de 1996, en la redacción dada por el artículo 238 de
la Ley N° 19.924, de 18 de diciembre de 2020, por el siguiente:



(…)
4) Promover un sistema de información de auditoría interna

gubernamental. A tales efectos, las unidades de auditoría interna o quienes
ejerzan dicha función en los órganos de la Administración Central, los Entes
Autónomos y Servicios Descentralizados comprendidos en los artículos 220
y 221 de la Constitución de la República, cualquiera sea su grado de
autonomía o descentralización, presentarán dentro de los sesenta días
siguientes al cierre de cada ejercicio, toda la información relativa a gobierno
corporativo, control interno y auditoría interna ante la Auditoría Interna de
la Nación. Dicho organismo queda facultado para determinar el alcance, el
contenido, los requisitos a cumplir y las sanciones que pudieran
corresponder.
Los jerarcas de los respectivos organismos son directa y personalmente
responsables por la omisión o el incumplimiento de la obligación de
informar, así como por el contenido de la información presentada.
Para el caso de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, a los
efectos de dar cumplimiento a lo establecido en el presente numeral,
deberán comunicar la información, dentro del término establecido
precedentemente al Poder Ejecutivo, a través de los respectivos Ministerios,
quienes la remitirán a la Auditoría Interna de la Nación, en un plazo máximo
de diez días hábiles luego de recibida.

"4) Promover un sistema de información de auditoría interna
gubernamental. A tales efectos, las unidades de auditoría interna o quienes
ejerzan dicha función en los órganos de la Administración Central, los Entes
Autónomos y Servicios Descentralizados comprendidos en los artículos 220
y 221 de la Constitución de la República, cualquiera sea su grado de
autonomía o descentralización, como así también las personas públicas no
estatales, presentarán a la Auditoría Interna de la Nación:
A) Toda la información relativa a gobierno corporativo dentro de los
noventa días siguientes al cierre de cada ejercicio.
B) La información relativa a control interno dentro del segundo semestre
del año civil.
C) Lo relativo a las actuaciones realizadas por dichas unidades dentro de los
diez días hábiles inmediatos a la culminación de los procesos.
D) Toda la información relacionada al funcionamiento de las unidades de
auditoría interna para el año civil corriente dentro de los noventa días
siguientes al cierre de cada ejercicio.
La Auditoría Interna de la Nación queda facultada para determinar el
alcance, el contenido, los requisitos a cumplir y las sanciones que puedan
corresponder.
Los jerarcas de los respectivos organismos son directa y personalmente
responsables por la omisión o el incumplimiento de la obligación de
informar, así como por el contenido de la información presentada.
Para el caso de los entes autónomos y los servicios descentralizados, a los
efectos de dar cumplimiento a lo establecido en el presente numeral,
deberán comunicar la información, dentro de los plazos establecidos
precedentemente, conjuntamente al Poder Ejecutivo, a través de los
respectivos ministerios, y a la Auditoría Interna de la Nación. Dicha
información se tendrá por aprobada fictamente si en el plazo máximo de
veinte días hábiles no se formulara observaciones por parte del Poder
Ejecutivo".





Otros artículos vinculados a la contratación pública

Norma vigente al 31/12/2023 Ley N° 20.212

Artículo 331 (Competencia).- A la Agencia Reguladora de Compras Estatales,
compete:
1) Asesorar al Poder Ejecutivo en la fijación y conducción de la política en
materia de compras públicas.
2) Asesorar a las entidades estatales dependientes del Poder Ejecutivo en
materia de compras y contrataciones y, mediante convenios, a los Entes
Autónomos y Servicios Descentralizados, Gobiernos Departamentales,
personas públicas no estatales y personas de derecho privado que
administren fondos públicos.
3) Desarrollar y mantener el Registro Único de Proveedores del Estado
(RUPE) al servicio de las entidades estatales y de las empresas proveedoras,
proponiendo al Poder Ejecutivo las pautas técnicas y demás aspectos
vinculados a la materia que deban ser objeto de la reglamentación.
4) Desarrollar, publicar y coordinar con las diversas entidades estatales, la
efectiva aplicación de un catálogo único para la adquisición de bienes por
parte del Estado.
5) Instrumentar un registro de normas técnicas y especificaciones de diseño
referentes al catálogo único para la adquisición de bienes a que refiere el
numeral precedente.
6) Elaborar guías para la contratación de bienes y servicios, con la finalidad
de promover la adopción de estándares técnicos que permitan comparar
con objetividad niveles de calidad, costos y eficiencia, de forma de procurar
un adecuado control de la ejecución y correcto cumplimiento de los
contratos.

ARTÍCULO 68.- Sustituyese el artículo 331 de la Ley N° 19.889, de 9 de julio
de 2020, por el siguiente:
"ARTÍCULO 331. (Competencia).-A la Agencia Reguladora de Compras
Estatales, le compete:
1) Asesorar al Poder Ejecutivo en la fijación y conducción de la política en
materia de compras públicas.
2) Asesorar a las entidades estatales dependientes del Poder Ejecutivo en
materia de compras y contrataciones y, mediante convenios, a los entes
autónomos y servicios descentralizados, gobiernos departamentales,
personas públicas no estatales y personas de derecho privado que
administren fondos públicos.
3) Desarrollar y mantener el Registro Único de Proveedores del Estado al
servicio de las entidades estatales y de las empresas proveedoras,
proponiendo al Poder Ejecutivo las pautas técnicas y demás aspectos
vinculados a la materia que deban ser objeto de la reglamentación.
4) Desarrollar, publicar y coordinar con las diversas entidades estatales, la
efectiva aplicación de un catálogo único para la adquisición de bienes por
parte del Estado.
5) Instrumentar un registro de normas técnicas y especificaciones de diseño
referentes al catálogo único para la adquisición de bienes a que refiere el
numeral precedente.
6) Elaborar guías para la contratación de bienes y servicios, con la finalidad
de promover la adopción de estándares técnicos que permitan comparar
con objetividad niveles de calidad, costos y eficiencia, de forma de procurar
un adecuado control de la ejecución y correcto cumplimiento de los
contratos.



7) Elaborar y difundir documentación y pautas técnicas en materia de
adquisición de bienes y servicios, así como diseñar programas de
capacitación, en especial, en aspectos vinculados a la elaboración y
aplicación de normativa especializada, a la aplicación de las mejores
prácticas, identificación y mitigación de riesgos en los procedimientos
administrativos de contratación y de ejecución de contratos.
8) Desarrollar y mantener el sitio web de compras y contrataciones
estatales, como canal de comunicación y vínculo interactivo entre los
proveedores y las entidades estatales.
9) Asesorar a las entidades estatales en la elaboración y difusión de su plan
anual de contratación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 482
de la Ley N° 15.903, de 10 de noviembre de 1987, y sus modificativas.
10) Por cuenta y orden de las entidades estatales, personas públicas no
estatales y personas de derecho privado que administren fondos públicos,
realizar los procedimientos administrativos de contratación para la
adquisición de bienes y servicios, de conformidad con la normativa vigente,
así como asistirlos técnicamente en las diversas etapas de contratación.
11) Imponer las sanciones de advertencia, multa, ejecución de garantía de
mantenimiento de la oferta o de fiel cumplimiento del contrato y
suspensión, ante incumplimiento de proveedores.
12) Promover el uso de las tecnologías de la información, observando los
lineamientos y recomendaciones definidos por el Poder Ejecutivo, a fin de
simplificar los procedimientos y favorecer el desempeño de compradores y
proveedores, como herramientas para la mejora de la gestión y la
transparencia del sistema de compras y contrataciones en el sector público.
13) Generar mecanismos que provean información al ciudadano sobre las
contrataciones que realicen las entidades estatales, de manera actualizada
y de fácil acceso, promoviendo la transparencia del sistema y la generación
de confianza en el mismo.
14) Para el cumplimiento de sus cometidos, la Agencia Reguladora de
Compras Estatales podrá comunicarse directamente con todas las entidades

7) Elaborar y difundir documentación y pautas técnicas en materia de
adquisición de bienes y servicios, así como diseñar programas de
capacitación, en especial, en aspectos vinculados a la elaboración y
aplicación de normativa especializada, a la aplicación de las mejores
prácticas a la identificación y a la mitigación de riesgos en los
procedimientos administrativos de contratación y de ejecución de
contratos.
8) Desarrollar y mantener el sitio web de compras y contrataciones
estatales, como canal de comunicación y vínculo interactivo entre los
proveedores y las entidades estatales.
9) Asesorar a las entidades estatales en la elaboración y difusión de su plan
anual de contratación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 482
de la Ley N° 15.903, de 10 de noviembre de 1987, y sus modificativas.
10) Por cuenta y orden de las entidades estatales, personas públicas no
estatales y personas de derecho privado que administren fondos públicos,
realizar los procedimientos administrativos de contratación para la
adquisición de bienes y servicios, de conformidad con la normativa vigente,
así como asistirlos técnicamente en las diversas etapas de contratación.
11) Imponer las sanciones de advertencia, multa, ejecución de garantía de
mantenimiento de la oferta o de fiel cumplimiento del contrato y
suspensión ante incumplimiento de proveedores.
12) Promover el uso de las tecnologías de la información, observando los
lineamientos y recomendaciones definidos por el Poder Ejecutivo, a fin de
simplificar los procedimientos y favorecer el desempeño de compradores y
proveedores, como herramientas para la mejora de la gestión y la
transparencia del sistema de compras y contrataciones en el sector público.
13) Generar mecanismos que provean información al ciudadano sobre las
contrataciones que realicen las entidades estatales, de manera actualizada
y de fácil acceso, promoviendo la transparencia del sistema y la generación
de confianza en el mismo.



públicas, estatales o no, así como con las entidades privadas vinculadas a su
ámbito de actuación.

14) Para el cumplimiento de sus cometidos, la Agencia Reguladora de
Compras Estatales podrá comunicarse directamente con todas las entidades
públicas, estatales o no, así como con las entidades privadas vinculadas a su
ámbito de actuación.
15) Desarrollar y mantener la plataforma electrónica que permita el
seguimiento y control de la ejecución de las contrataciones que efectúen las
administraciones públicas estatales, proponiendo al Poder Ejecutivo los
lineamientos técnicos a los efectos de su reglamentación".

Artículo 24, Ley 19.355.- Los organismos comprendidos en el artículo 451
de la Ley N° 15.903, de 10 de noviembre de 1987, y sus modificativas, a
excepción de los Gobiernos Departamentales que se excluyen de dicha
obligación, elaborarán planes anuales de contratación de bienes y servicios,
que deberán publicar con anterioridad al 31 de marzo de cada año, en el
sitio web de la Agencia Reguladora de Compras Estatales y que contendrán
como mínimo, la descripción y el alcance del objeto y fecha estimada para
la publicación del llamado.
La inclusión de la compra en la publicación del plan anual de contratación,

será de cumplimiento preceptivo en todo procedimiento competitivo. En
caso de incorporaciones o modificaciones a los planes anuales de
contratación publicados, la apertura de ofertas en el marco del
procedimiento administrativo de contratación, deberá fijarse con una
antelación no menor a sesenta días cuando se trate de licitaciones públicas
y treinta días en el caso de licitaciones abreviadas, contados desde la fecha
de la efectiva publicación del llamado.
Los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del dominio industrial y

comercial del Estado, podrán disponer la reserva de la información
contenida en su plan anual de contratación, para los bienes o servicios que

ARTÍCULO 61.- Sustituyese el inciso primero del artículo 24 de la Ley N°
19.355, de 19 de diciembre de 2015, en la redacción dada por el artículo 51
de la Ley N° 19.924, de 18 de diciembre de 2020, por el siguiente:
“Los organismos comprendidos en el artículo 451 de la Ley N° 15.903, de 10
de noviembre de 1987, y sus modificativas, a excepción de los Gobiernos
Departamentales que se excluyen de dicha obligación, elaborarán planes
anuales de contratación de bienes y servicios correspondientes al ejercicio
financiero, que deberán publicar hasta el 31 de diciembre del año previo al
planificado, en el sitio web de la Agencia Reguladora de Compras Estatales y
que contendrán como mínimo, la descripción y el alcance del objeto y fecha
estimada para la publicación del llamado”.
Lo dispuesto en este artículo entrará a regir a partir de los planes anuales
de contratación correspondientes al ejercicio 2025.

ARTÍCULO 62.- Exceptúase al Inciso 04 "Ministerio del Interior" de lo
previsto en el inciso segundo del artículo 24 de la Ley N° 19.355, de 19 de
diciembre de 2015, en la redacción dada por el artículo 51 de la Ley N°
19.924, de 18 de diciembre de 2020, respecto a las compras de bienes y
servicios vinculados a la seguridad pública financiadas con fondos
provenientes de refuerzos de créditos en el marco del artículo 41 de la Ley
N° 17.930, de 19 de diciembre de 2005.



integran en forma directa o indirecta su oferta comercial, cuando la misma
se desarrolle en régimen de competencia.

Dicha reserva deberá disponerse por acto administrativo del ordenador
primario, no obstante lo cual, quedará sujeta a los controles que efectúe el
Tribunal de Cuentas o la Auditoría Interna de la Nación, en cumplimiento de
sus respectivos cometidos.

El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la Agencia Reguladora de
Compras Estatales, reglamentará los términos y condiciones para llevar a la
práctica este instrumento.
----- ARTÍCULO 81.- La Agencia para el Desarrollo de Gobierno de Gestión

Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento (AGESIC)
colaborará con la Agencia Reguladora de Compras Estatales (ARCE) en la
inclusión de requisitos de seguridad por diseño en los pliegos de compras
públicas.
AGESIC y ARCE determinarán un listado de servicios o productos que
requerirán, previo a la publicación de la compra respectiva, de un informe
en materia de seguridad por parte de la Dirección de Seguridad de la
Información de la AGESIC.

----- ARTÍCULO 264.- Exceptúase de lo dispuesto en el inciso G) del artículo 71
de la Ley N° 17.738, de 7 de enero de 2004, a la presentación de las
declaraciones juradas realizadas ante el Subprograma de Contratación
Pública para el Desarrollo de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas
previsto en el artículo 44 de la Ley N° 18.362, de 6 de octubre de 2008, en
la redacción dada por el artículo 3o de la Ley N° 19.685, de 26 de octubre
de 2018.

----- ARTÍCULO 584.- Autorízase al Poder Ejecutivo a constituir un Fideicomiso de
Administración de conformidad con lo establecido por la Ley N° 17.703, de
27 de octubre de 2003, y su respectiva reglamentación, así como la
celebración del correspondiente Contrato de Fideicomiso a otorgarse (en
adelante, "el Fideicomiso"), el cual se denominará "Fideicomiso para la
Movilidad Sostenible". Este fideicomiso tendrá como objeto la



administración de recursos destinados a programas que posibiliten el
transporte terrestre colectivo de pasajeros de modo sostenible y a precios
accesibles.
El Fideicomiso para la Movilidad Sostenible tendrá por fideicomitentes al
Poder Ejecutivo, actuando a través de los Ministerios de Transporte y Obras
Públicas y de Economía y Finanzas y a la Administración Nacional de
Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP) en tanto que el beneficiario final
será el Ministerio de Economía y Finanzas.
El Fideicomiso para la Movilidad Sostenible será administrado por un
fiduciario financiero profesional, de acuerdo con lo previsto en los
numerales 1) y 35) del literal D) del artículo 482 de la Ley N° 15.903, de 10
de noviembre de 1987, en la redacción dada por el artículo 314 de la Ley N°
19.889, de 9 de julio de 2020.Autorízase a los Ministros de Transporte y
Obras Públicas y de Economía y Finanzas a otorgar, en representación del
Estado, el Contrato de Fideicomiso, conjuntamente con ANCAP y el
fiduciario a contratar.


